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Acusada:

SPVT
Delito:
Hurto y falsedad personal

Asunto: 
Apelación sentencia condenatoria – confirma

Procede:
Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira
V I S T O S:

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de la víctima en contra de la sentencia adiada el 5 de agosto del 2.011, en virtud de la cual el Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, declaró la responsabilidad criminal de la acusada SPVT, por incurrir en la comisión de los delitos de hurto agravado y falsedad personal, razón por la que fue condenada a la pena principal de veinticuatro (24) meses de prisión y a una multa de un (1) salario mínimo mensual vigente.

L O S   H E C H O S:

Los hechos que dieron origen al presente proceso, tienen su génesis en la denuncia instaurada por la señora ADRIANA MARIA BERNAL NOVOA, en las calendas del primero (1º) de mayo del 2.009. 

En dicha queja, expuso la denunciante que hacía cuatro (4) meses había contratado por intermedio de una agencia, a la señora SPVT, para que se desempeñara en las labores domésticas de su residencia ubicada en el conjunto residencial “Guaduales de Maracay” y que desde ese momento en su apartamento empezaron a presentarse una serie de hurtos.
Manifiesta la denunciante que el siete (7) de mayo del 2.009, recibió una llamada telefonía de parte de su asesora comercial de Bancolombia, quien la indagó sobre una serie de movimientos anómalos que se habían presentado en el manejo de sus tarjetas de crédito respecto de unas transacciones comerciales que se habían realizado entre el primero (1º) y el siete (7) de mayo. 

Como quiera que la quejosa para esas fechas no había realizado ningún tipo de transacción, expone la denunciante, que en asocio de una compañía de vigilancia y del Banco, efectuaron las pesquisas del caso, y pudieron establecer que la señora SPVT, fue la persona que utilizó de manera fraudulenta sus tarjetas de crédito para así poder realizar esas compras.

L A   A C T U A C I O N   P R O C E S A L:
Una vez instaurada la correspondiente denuncia y después de agotada la indagación, ante el Juzgado 2º Penal Municipal de esta localidad, con funciones de control de garantías, se llevó a cabo la correspondiente audiencia de formulación de la imputación, en la que a la ahora acusada SPVT le fueron enrostrados cargos por la presunta comisión de los delitos de hurto agravado y falsedad personal, los cuales no fueron aceptados.

Posteriormente el Fiscal Delegado presentó el correspondiente escrito de acusación, realizándose la audiencia de formulación de la acusación ante el Juzgado Tercero (3º) Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, en las calendas del veintiséis (26) de enero del 2.010.

Como quiera que en la audiencia de formulación de la acusación, el Fiscal Delegado presentara cargos en contra de la imputada por la presunta comisión del delito de falsedad personal, tal situación motivó para que la defensa cuestionara la competencia funcional del Juzgado para asumir el conocimiento del proceso. 

El Juzgado, en audiencia celebrada el cuatro (4) de Febrero del 2.010, ratificó ser competente por el factor objetivo para asumir el conocimiento del proceso, por lo que decidió enviar las actuaciones a esta Corporación, la cual confirmó dicha decisión mediante auto adiado en Febrero quince (15) del 2.010.

El nueve (9) de abril del 2.010 prosigue la audiencia de formulación de acusación, y posteriormente en las calendas del diecisiete (17) y el primero (1º) de diciembre del 2.010, se celebró la audiencia preparatoria.

La audiencia de juicio oral, se llevó a cabo el ocho (8) y el dieciséis (16) de marzo del 2.011. En dicha diligencia fueron practicadas las pruebas pedidas por las partes, las que a su vez presentaron sus correspondientes alegatos acorde con sus intereses y aspiraciones procesales. Finalizado el debate, el Juzgado anunció el sentido del fallo, el cual seria de carácter condenatorio.

En las calendas del cinco (5) de Agosto del 2.011, por parte del Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, se celebró la audiencia de lectura de sentencia, en la cual se declaró la responsabilidad de la acusada SPVT, por incurrir en la comisión de los delitos de hurto agravado y falsedad personal, razón por la que fue condenada a la pena principal de veinticuatro (24) meses de prisión y a una multa de un (1) salario mínimo mensual vigente.

En contra de la sentencia adiada el 5 de Agosto del 2.011, proferida por el Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, el apoderado judicial de la víctima interpuso y sustentó de manera oportuna recurso de apelación.

L A   S E N T E N C I A   I M P U G N A D A:

El fallo objeto del recurso de apelación, está adiado el cinco (5) de agosto del 2.011, proferida Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, en virtud del cual se declaró la responsabilidad criminal de la ciudadana SPVT, por incurrir en la comisión de los delitos de hurto agravado y falsedad personal, razón por la que fue condenada a la pena principal de veinticuatro (24) meses de prisión y a una multa de un (1) salario mínimo mensual vigente, aunque se le reconoció el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

Los argumentos invocados por la Jueza Aquo, básicamente consistieron en argüir que en este evento se cumplen a cabalidad con todos los requisitos probatorios para proferir sentencia condenatoria en contra de la acusada SPVT. Para llegar a tal conclusión, la Jueza Aquo analizó y apreció de manera conjunta e integral los testimonios rendidos por la victima ADRIANA MARIA BERNAL, la gerente de Bancolombia, GLORIA AMPARO AGUILAR, así como los testimonios rendidos por los vendedores de unos locales comerciales ubicados en el Centro Comercial “Victoria”, JUAN PABLO MORENO y GUSTAVO RAMÍREZ CORREA; e igualmente unos archivos de video de unas filmaciones tomadas por las cámaras de seguridad del mismo Centro Comercial. Con dichas pruebas, según criterio de la Jueza Aquo, se pudo demostrar la responsabilidad penal de la acusada en la comisión de los delitos por los cuales fue llamada a juicio.

En lo que respecta con el monto de la pena impuesta, la Jueza Aquo la tasó a partir del cuarto mínimo, porque en contra de la procesada no existían circunstancias de mayor punibilidad y tenía a su favor la carencia de antecedentes penales, por lo que al realizar la ponderación exigida por el articulo 61 C.P. decidió partir de la pena mínima, como ya se dijo.

Finalmente, la Jueza Aquo le reconoció a la sentenciada el subrogado penal de la suspensión condicional de la pena, porque concurrieron a su favor los factores objetivo y subjetivo para la concesión de tal sustituto. En lo que tiene que ver con el factor subjetivo, argumentó que por las circunstancias en las cuales tuvo ocurrencia el hurto, no hubo violencia, aunado a que la acusad era una delincuente primaria, por tanto era necesario concederle una oportunidad «de recapacitar y enderezar su comportamiento».

L A
A P E L A C I O N:

En contra de lo decidido en la Sentencia adiada el 5 de agosto del 2.011, proferida Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, el Apoderado Judicial de la víctima interpuso y sustentó de manera oportuna un recurso de apelación, en el que manifestó su inconformidad con el monto de la pena principal impuesta a SPVT, la cual en opinión del recurrente, debió haber sido mayor.

Afirma el recurrente que la Jueza Aquo ignoró la existencia de pruebas que demostraban que la acusada cometió el delito en asocio de otra persona, lo que adecuaba su proceder en la causal de mayor punibilidad de la coparticipación criminal consagrada en el numeral 10 del artículo 58 del C. Penal, e igualmente que no tuvo en cuenta que en el presente asunto nos encontrábamos en presencia de un concurso de conductas punibles. Tal situación, en opinión del recurrente, incidió para que fallador no partiera del primer cuarto medio sino cuarto mínimo.

Así mismo expone el recurrente, que la Jueza Aquo no ponderó una serie de aspectos que influyen para que no pudiera partir de pena mínima, entre los cuales se encontraba la intensidad del dolo, porque olvidó que la procesada llevó a cabo una gran cantidad de actos preparativos para así poder ganarse la confianza de quienes la contrataron.

P A R A   R E S O L V E R   S E   C O N S I D E R A:

Competencia:

Como quiera que estamos en presencia de un recurso de apelación que fue interpuesto y sustentado de manera oportuna en contra de una sentencia de primera instancia, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior de este Distrito Judicial, según las voces del numeral 1º del artículo 34 C. de P. Penal, es la competente para resolver la presente Alzada.  

Problema jurídico:

Acorde con los argumentos del disenso esgrimido por el recurrente, considera la Sala que nos ha sido propuesto el siguiente problema jurídico:

“SE PUEDE CONSIDERAR COMO «ILEGAL» LA PENA IMPUESTA A LA PROCESADA, DEBIDO A QUE EN EL MOMENTO DE DOSIFICARLA, LA JUEZA AQUO NO TUVO EN CUENTA LA EXISTENCIA DE LA CIRCUNSTANCIA DE MAYOR PUNIBILIDAD CONSAGRADA EN EL NUMERAL 10º DEL ARTÍCULO 58 C.P. QUE IMPLICABA QUE A LA PROCESADA SE LE DEBÍA IMPONER UNA PENA MAYOR….”.

Solución:

Como solución al antes enunciado problema jurídico, la Sala propondrá la tesis consistente en que en el caso sub examine: «no era valido pregonar en contra de la acusada SPVT, la  causal genérica de agravación punitiva consagrada en el numeral 10º del artículo 58 C. Penal, para deducir mayor punibilidad en su contra, puesto que ello implicaría una violación del ‘Principio de Congruencia’.».

Como premisas jurídicas para resolver el antes enunciado problema jurídico, la Sala invocará las normas consignadas en el citado numeral 10 del artículo 58 C. Penal, que consagra la circunstancia de mayor punibilidad por “obrar en coparticipación criminal”, y el articulo 61 ibídem que regula las operaciones de dosimetría punitiva; así como lo establecido en el articulo 448 de la Ley 906 de 2004 que consagra el principio de congruencia. Igualmente se invocaran los precedentes jurisprudenciales de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, consignados en las siguientes sentencias: a) Sentencia del diciembre dieciséis (16) de dos mil ocho (2008). Proceso 29611. M.P. MARÍA DEL ROSARIO GONZÁLEZ DE LEMOS; b) Sentencia de mayo cuatro (4) de 2011. Radicado 32270.  M.P. JOSÉ LEONIDAS BUSTOS MARTÍNEZ. Dichos fallos, establecen que las causales de mayor punibilidad deben estar consignadas en la acusación para que el Juez pueda hacer uso de ellas en la sentencia.

Así mismo, como premisa fáctica, la Sala tendrá en cuenta lo acreditado por las pruebas habidas en el proceso, las cuales nos enseñan que la procesada SPVT, cometió la conducta punible en asocio de otra persona.

La congruencia es uno de los principios básicos del derecho sancionador, el cual se encuentra consagrado en el artículo 448 C.P.P.; se podría decir que dicho principio es un desarrollo especifico del principio de lealtad y del derecho a la defensa, si partimos de la base que el mismo tiene por objeto garantizar la correspondencia, identidad o afinidad que debe existir entre los cargos formulados en la acusación y los consignados en la sentencia, tanto en sus aspectos fácticos, normativos y subjetivos, los cuales, por regla general, tienen carácter vinculante para el Juez de la Causa.

Al respecto, sobre este principio y su carácter vinculante, la Corte ha expuesto lo siguiente:

“La congruencia tiene que ser entendida como parámetro de racionalidad en la relación que debe existir entre acusador y fallador pues lo ejecutado por el primero limita las facultades del segundo; y ello tiene que ser así porque siendo la Fiscalía General de la Nación quien a nombre del Estado ejerce la titularidad de la acción penal, los jueces no pueden ir más allá de lo propuesto como elementos fácticos y jurídicos de la acusación. Esto equivale a decir que los jueces no pueden derivar consecuencias adversas para el imputado o acusado, según sea el caso, ni de los elementos que no se derivan expresamente de los hechos planteados por la Fiscalía ni de los aspectos jurídicos que no hayan sido señalados de manera detallada y específica por el acusador so pena de incurrir en grave irregularidad que deslegitima e ilegaliza su proceder; dicho en forma simple: el juez solamente puede declarar la responsabilidad del acusado atendiendo los limitados y precisos términos que de factum y de iure le formula la Fiscalía, con lo cual le queda vedado ir más allá de los temas sobre los cuales gira la acusación…”.
 

En lo que tiene que ver con el principio de congruencia y las circunstancias de mayor punibilidad, también conocidas como causales genéricas de agravación punitiva, de vieja data la línea jurisprudencia trazada por la Corte Suprema de Justicia, ha sido del criterio que dichas circunstancias genéricas de agravación punitiva, deben estar enunciadas tanto en su aspecto fáctico como normativo en el pliego de cargos para que de esa forma tengan carácter vinculante en la sentencia. Es decir, a contrariu sensu si dichas circunstancias de mayor punibilidad no aparecen consignadas de manera expresa en la acusación, el Juez no pude deducirlas en la sentencia, so pena de incurrir en una violación del principio de congruencia.

Para mayor claridad, consideramos pertinente traer a colación lo que ha expuesto sobre este tópico la Corte:

“La resolución de acusación es el marco fáctico y jurídico donde se fijan los límites para dictar la sentencia y, por tal motivo, ésta debe guardar correspondencia con aquélla para preservar el debido proceso.

“En el caso particular, una lectura detenida de la pieza acusatoria permite concluir que no precisa fáctica ni jurídicamente la circunstancia de mayor punibilidad de “Obrar en coparticipación criminal” contenida en el numeral 10º del artículo 58 de la Ley 599 de 2000, como tampoco otra y, sin embargo, en la sentencia se incluye y es fundamento para dosificar la pena de acuerdo a lo preceptuado en el artículo 61 ibídem.
“Es criterio de la Sala (
) que cuando esa situación se presenta se impone entrar a restablecer la concordancia entre la convocatoria juicio y el fallo.

“Ahora, es claro que en este asunto el efecto práctico de lo señalado se reflejó al momento de dosificar la pena, por cuanto la inclusión de la referida circunstancia de mayor punibilidad permitió al sentenciador ubicarse en los cuartos medios y no en el cuarto mínimo de que trata el artículo 61 del Código Penal...”.

Posteriormente consignó:

“A este respecto es de advertir, como ha sido dicho por la Sala, es precedente judicial consolidado que las circunstancias objetivas y las subjetivas de agravación, tanto genéricas como específicas, dada la gran repercusión que tienen en la punibilidad, deben haber sido explícitamente consignadas como hechos jurídicamente relevantes en la acusación, demostradas en el juicio  y por ellas mismas también debe solicitarse expresamente su imposición en el alegato final por parte de la Fiscalía, para que puedan ser objeto de deducción en la sentencia, toda vez que ante determinada circunstancia, el solo enunciado en la acusación del supuesto fáctico que la configura, no resulta suficiente para que el juzgador se entienda facultado para imponerla, sino que para que opere su configuración jurídica se requiere haber sido acreditada en el juicio y consignada como elemento integrante del delito por el cual se pide condena, es decir, que no se abrigue duda alguna acerca de su imputación.

“Resulta por tanto evidente que en el presente caso, los juzgadores al realizar el proceso de individualización judicial de la pena desbordaron el marco de la imputación jurídica contenido en la acusación, al agregar una circunstancia genérica de agravación punitiva que no estaba incluida y por la cual no se pidió condena. Esto dio lugar a imponer una pena superior a la que en derecho había lugar a aplicar, pues para tales efectos, a fin de determinar la punibilidad correspondiente, el juez consideró que debía ubicarse en los cuartos medios, por estimar concurrente la circunstancia de agravación prevista por el artículo 58.10 de la Ley 599 de 2000, cuando al no haberse imputado ésta en la acusación, lo procedente era aplicar la pena mínima del tipo de homicidio agravado, según las consideraciones realizadas en el fallo de primera instancia...”.

Aplicando lo antes expuesto al caso sub examine, observa la Sala que efectivamente de las pruebas practicadas en el juicio oral, demuestran de manera indubitable que la señora SPVT, cometió la conducta punible en asocio de otra persona. Por lo que inicialmente sería válido que en la sentencia se hubiera enrostrado en su contra la circunstancia de mayor punibilidad consagrada numeral 10º del artículo 58 del C. Penal, para deducirle una pena mayor a la que le fue impuesta. Pero si analizamos el contenido del escrito de acusación, adiado el 12 de diciembre del 2.009, de bulto se observa que en esa pieza procesal ni en subsecuente audiencia de formulación de acusación, la Fiscalía General de la Nación, por intermedio del Fiscal Delegado, guardó un absoluto y total mutismo sobre esta circunstancia de mayor punibilidad, es decir no dijo nada al respecto. 

Por lo tanto, si tenemos en cuenta los postulados que orientan el principio de congruencia, válidamente podemos colegir que en el presente asunto la Jueza Aquo estaba maniatada para poder aducir en contra de la acusada circunstancias genéricas de mayor punibilidad que no fueron incorporadas en el escrito de acusación. Tal situación, nos hace colegir que la Jueza Aquo actuó de manera correcta al momento de dosificar la pena impuesta en contra de la sentenciada SPVT, ya que era imperioso que partiera del cuarto mínimo, tal y cual como lo ordena el inciso 2º del artículo 61 del Estatuto Punitivo, puesto que para la época del fallo, no existían agravantes genéricos en contra de la misma, quien tenía a su favor la ausencia de antecedentes penales vigentes.

Finalmente, en lo que tiene que ver con las criticas efectuadas por el recurrente, respecto que la Jueza Aquo no ponderó en debida forma las circunstancias establecidas en el inciso 3º y 4º del articulo 61 C. de Penas, considera la Sala que en materia de dosimetría punitiva existe una especie de discrecionalidad reglada para el fallador, el que actúa acorde con las reglas establecidas en el articulo 61 ejusdem, reglas que a juicio de la Sala fueron acatadas, dentro del ámbito de movilidad de que está investida la Jueza Aquo, aspecto medular que se desprende de una simple lectura del contenido de la sentencia impugnada. 

Conclusión:

Como corolario de todo lo antes enunciado, la Sala encuentra como medida de solución al ante enunciado problema jurídico, que en el presente asunto no se podía pregonar en contra de la acusada SPVT, la causal genérica de agravación punitiva consagrada por el numeral 10º del artículo 58 del C. Penal, para deducir mayor punibilidad en su contra, puesto que ello implicaría una violación del principio de congruencia, en atención que dicha circunstancia de mayor punibilidad no fue incorporada en el escrito de acusación.

Ante tal situación, la sentencia impugnada será confirmada en todas sus partes.

Por el merito de lo antes expuesto, la Sala Penal de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial del Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

Primero: Confirmar en todas sus partes la sentencia adiada el 5 de agosto del 2.011, por la cual el Juzgado Tercero Penal Municipal de Pereira, con Funciones de Conocimiento, declaró responsable a SPVT, de la comisión de los delitos de hurto agravado y falsedad personal, razón por la que fue condenada a la pena principal de veinticuatro (24) meses de prisión y a una multa de un (1) salario mínimo mensual vigente.
Segundo: Contra de la presente decisión, procede el recurso de casación, el cual deberá ser interpuesto y sustentado dentro de los términos de ley.

C Ó P I E S E,   N O T I F I Q U E S E   Y   C U M P L A S E.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado

JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES

Secretario
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